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Resumen

Se describe aquí el diseño y puesta en marcha de una nueva carrera administrativa para el denominado “escalafón general” de los agentes del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, integrado por casi 38.000 empleados.

Partiendo de una descripción de la situación previa a la implementación del nuevo escalafón, se exponen las disfuncionalidades y problemas que una implantación acrítica de un sistema copiado del de nivel nacional produjo en la organización de los recursos humanos de la ciudad a lo largo de trece años de aplicación.

A partir del cambio en el estatus jurídico de la Ciudad y la sanción de una Ley de Relaciones Laborales se abre una etapa en donde la creación y puesta en funciones de una nueva carrera administrativa surge como un imperativo legal, a la vez que como la solución a una multiplicidad de problemas acumulados a lo largo del tiempo. 

Se exponen las etapas de diseño del nuevo escalafón, sus alcances, su estructura, las definiciones para los cargos de jefatura, los lineamientos básicos para los sistemas de concursos, evaluación de desempeño y capacitación. 

Se relata luego el proceso de transición de un sistema a otro, las potenciales variantes contempladas, el proceso de relevamiento de tareas del personal y la opción elegida para producir el reencasillamiento de los agentes.

Se finaliza con los principales resultados estadísticos del reencasillamiento de personal y con los lineamientos para continuar con el desarrollo de la nueva carrera administrativa.
1. Introducción

En el año 2003 el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires decidió instrumentar un nuevo régimen de carrera para 38.000 empleados de su planta de personal, quienes integran el denominado “escalafón general”
 de la administración. Esta reforma surgió en el marco del nuevo estatus jurídico alcanzado por la Ciudad a partir de la reforma constitucional del año 1994 que le otorga su autonomía, y atendiendo a los importantes déficits y distorsiones que en materia de organización de los recursos humanos se habían ido acumulando durante los 12 años anteriores.

La organización administrativa del Gobierno de la Ciudad posee una considerable complejidad, dado que con sus más de 100.000 empleados brinda para una población de tres millones de habitantes los servicios que, a nivel provincial, se distribuyen entre la jurisdicción de las provincias y la de los municipios. Es decir que se hace cargo de todas las funciones de un municipio en cuanto al sostenimiento de las condiciones de infraestructura y servicios de mantenimiento urbano, como también asume las competencias reservadas a los niveles provinciales, como los servicios de salud, educación y justicia. Para hacerlo, cuenta con un presupuesto anual que ronda los 9.000 millones de pesos (año 2007).

El proceso de modificación del sistema de carrera insumió un año y medio, desde la concepción del nuevo régimen hasta la re-categorización efectiva de la totalidad de los agentes de planta permanente en el nuevo esquema. Implicó además la realización de un relevamiento de las tareas efectivamente desempeñadas por cada uno de los trabajadores, y la celebración del primer convenio colectivo del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires donde se concertaron las pautas para el re-encasillamiento de los agentes. 

El presente trabajo tiene como objetivo exponer las principales características del diseño y la implementación de una nueva carrera administrativa para el denominado “escalafón general” del personal del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, analizando las condiciones que dieron sustento a dicho emprendimiento y los resultados del re-encasillamiento producido.

La situación previa a la implementación del nuevo escalafón, enmarcada en la vigencia del Sistema Municipal de la Profesión Administrativa puesto en marcha en el año 1991, desembocó en las disfuncionalidades y problemas que la implantación acrítica de un sistema copiado del de nivel nacional hacía previsibles en la organización de los recursos humanos de la Ciudad a lo largo de trece años de aplicación.

Con el cambio en el estatus jurídico de la Ciudad y la sanción de una Ley de Relaciones Laborales se abre el inicio de una etapa, en donde la creación y puesta en funciones de una nueva carrera administrativa surge como un imperativo legal, a la vez que como la solución a una multiplicidad de problemas acumulados a lo largo del tiempo. 

Se exponen, así, las etapas de diseño del nuevo escalafón a partir de la iniciativa encarada por la Secretaría de Hacienda del GCBA, sus alcances, su estructura, las definiciones para los cargos de jefatura y los lineamientos básicos para los sistemas de concursos, evaluación de desempeño y capacitación. 

Se relata luego el proceso de transición del viejo modelo al nuevo, las potenciales variantes contempladas, el proceso de relevamiento de tareas del personal y la opción elegida para producir el re-encasillamiento de los agentes.

Finalmente, se sintetizan los principales resultados estadísticos del re-encasillamiento de personal y, como cierre, se esbozan pautas generales para continuar con el desarrollo de la nueva carrera administrativa.

2. ANTECEDENTES: El Sistema Municipal de Profesión Administrativa

Para poder entender los motivos que indujeron al diseño e implementación de un nuevo sistema de carrera para el personal del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires resulta indispensable conocer cuál era la situación en materia de recursos humanos existente al momento de tomarse dicha decisión, así como también comprender las causas determinantes de ese  estado de situación.

En el año 1991 es aprobado el Sistema Municipal de la Profesión Administrativa (SIMUPA), un nuevo escalafón para los agentes de la entonces Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. Dicho régimen general incluía a todo el personal municipal del denominado "Departamento Ejecutivo
", exceptuando principalmente al personal docente y los cargos considerados políticos
.

La aprobación del SIMUPA debe analizarse en el marco de una administración de la Ciudad sin autonomía política, directamente dependiente del Poder Ejecutivo Nacional. En efecto, el estatus jurídico de la Ciudad de Buenos Aires con anterioridad a la reforma constitucional del año 1994 determinaba que el Presidente de la Nación era el jefe inmediato de la Capital de la Nación
, y quien designaba al Intendente de la Ciudad.

En dicho contexto la administración nacional aprueba, el 27 de mayo de 1991, el SINAPA, Sistema Nacional de Profesión Administrativa, un reordenamiento escalafonario para el personal de la administración nacional "sustentado en los principios de mérito, capacitación y sistemas objetivos de selección y productividad como fundamentos del ingreso y la promoción de los agentes públicos". (Decreto Nacional 993/91) 

En la misma norma de aprobación, se establece que dicho sistema sería de aplicación en el ámbito de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, a partir de la reglamentación que debería dictar el Departamento Ejecutivo. 

Menos de cinco meses después la administración comunal, a partir de una adaptación del mencionado régimen, publica el SIMUPA, e incluye en sus alcances -con las excepciones ya referidas- la total diversidad de las funciones operativas que hasta el momento desarrollaban sus agentes. 

2.1. Las Diferencias con el Sistema Nacional

El decreto de aprobación del SIMUPA reconoce como único fundamento de la derogación y el reemplazo de los regímenes de carrera hasta la fecha vigentes en la Ciudad a la aprobación del SINAPA
.

El sistema nacional reconoce en sus inicios tres agrupamientos, uno general, uno científico técnico y uno especializado. Si bien el nuevo esquema de organización plantea una simplificación en relación con la situación preexistente, debe considerarse que la norma era coherente con un Estado que se estaba desprendiendo de sus funciones operativas mediante el generalizado proceso de descentralización y transferencia a las provincias. 

Así, a nivel local la Municipalidad se transformaba en receptora de múltiples  funciones transferidas por la Nación. A pesar de ello el Sistema Municipal de Profesión Administrativa previó la existencia de un solo agrupamiento, el “General”. En dicho agrupamiento se abarcaron desde el personal administrativo y de servicios operativos hasta los profesionales de la salud, incluyendo al personal artístico de los teatros, el de oficios calificados, el personal de enfermería y los técnicos auxiliares de la salud. 

El SIMUPA copia la estructura de categorías del sistema nacional, con seis “niveles” en razón de la responsabilidad, autonomía y nivel de formación requeridos para el ejercicio de las funciones desempeñadas, y un número reducido de “grados” para  cada uno de los niveles.

Sin embargo, mientras que el cuerpo normativo del sistema nacional aprueba las reglas para el desarrollo de los procesos de selección, el sistema de cobertura de funciones ejecutivas, el régimen de evaluación de desempeño, las pautas para el funcionamiento del sistema de capacitación y el sistema de promociones del personal, el régimen municipal en pocos casos los deja para una futura reglamentación, en tanto para la mayoría  los omite totalmente
.  

En definitiva, tanto a nivel normativo en un principio, como en su funcionamiento posteriormente, se observa cómo la Ciudad importó un esquema de escalafón en un momento en que no se reconocía, en los principales grupos de poder de la organización,  la necesidad de un cambio en los preexistentes. 

2.2. El re-encasillamiento en el SIMUPA

El re-encasillamiento del personal en los niveles y grados aprobados por el sistema municipal fue realizado a partir de la aplicación de un sistema de puntajes relacionado con la situación de revista de cada agente (Decreto MCBA N° 670/92). Las variables consideradas fueron la categoría anterior, el nivel de formación (educación formal) y la antigüedad general y municipal. Los puntos aportados por cada uno de estos indicadores se sumaban, y existía una tabla de equivalencias entre la cantidad de puntos y los nuevos niveles escalafonarios.

En ciertos casos fue ponderado también el desempeño de ciertas funciones específicas, por ejemplo los casos del personal de enfermería y algunas funciones auxiliares del sistema asistencial. Para el caso del personal que revistaba en las áreas denominadas de "sistematización de información y computación de datos" se aplicó una tabla especial, basada en los códigos de función asignados previamente y las categorías anteriores.

 Para el caso del personal comprendido en la carrera municipal de profesionales de la salud (Ordenanzas 41.085 y 41.455), los puntajes asignados para acceder a los niveles y grados del SIMUPA se basaron exclusivamente en relación al grado profesional (categoría de revista) y antigüedad alcanzados por  cada agente.

El personal comprendido en el régimen de los cuerpos artísticos, escenotécnicos y de servicios auxiliares (Ordenanza 33.673) también fue encasillado en los niveles del SIMUPA, a partir de tablas de puntajes que ponderaban las funciones desempeñadas, la institución a la cual pertenecían
 y la antigüedad. Se estableció asimismo una tabla con niveles diferenciados de ingreso al escalafón, y se exceptuaba al personal de este régimen de la aplicación de las disposiciones del SIMUPA referidas a regímenes de promoción ya fuera por evaluación, por promoción o por concurso.

En tal sentido, al unificar los distintos escalafones preexistentes en el SIMUPA, se buscó –  mediante las reglas de re-encasillamiento – mantener algunas de las diferencias de los distintos grupos de trabajadores.

El sistema de re-encasillamiento adoptado contó con la ventaja de su sencillez operativa. Siendo que todos los datos requeridos para determinar los nuevos niveles escalafonarios podían ser recabados de los registros formales del área de personal de la Municipalidad, establecer las nuevas correspondencias se transformó en un ejercicio mecánico/numérico de traslación
. 

Esta misma sencillez implicó, como contrapartida, que el pasaje entre los regímenes anteriores y el nuevo no dejara de poseer las características de una equiparación formal, donde en términos generales se conservaba el statu quo vigente y, desde el punto de vista del resultado para la organización, no surgía una razón de fondo que justificara el cambio de escalafón producido. La elección de un sistema de re-encasillamiento de la mayor sencillez y que produjera los menores cambios posibles en el funcionamiento de la administración resulta coherente y explicable en este marco de intereses organizacionales. En particular la representación gremial buscó minimizar el conflicto. 

Por lo tanto, el resultado obtenido fue que varios regímenes escalafonarios de la organización, que gozaban de gran especificidad y particularmente adaptados a la realidad de la administración municipal, fueron reemplazados por un único sistema, excesivamente general, con un menor nivel de reglamentación y capacidad regulativa que los derogados.

3. Las prontas alteraciones del SIMUPA

La presunta simpleza del SIMUPA al poco tiempo se reveló insuficiente para reflejar la compleja multiplicidad de situaciones funcionales y relaciones laborales existente. Las modificaciones del escalafón aparecieron con el fin de operar como "parches" salariales a fin de establecer o restablecer diferenciaciones, que introdujeron diversidad de suplementos, adicionales o complementos extra-escalafonarios a las remuneraciones de los agentes establecidas por el escalafón que recientemente había sido aprobado.
  

La mayoría de estos adicionales salariales, revistieron el carácter de "no remunerativos", vale decir que no contaban al momento de considerar los aportes y contribuciones a los sistemas de previsión y/o de obra social. 

Entre estas alteraciones se destaca el sistema de “módulos”, que inicialmente fuera aprobado para el personal de enfermería (Dto. 671/92), pero que luego se extendió con distintos valores y en consideración de diferentes contraprestaciones horarias a otras áreas de la administración
. Ello implicó que en la práctica se fueran modificando rápidamente las relaciones salariales establecidas a partir del re-encasillamiento logrado por los niveles y grados del SIMUPA. 

4. Otros problemas generados durante la vigencia del SIMUPA

Durante el período de vigencia del SIMUPA, desde el año 1991 al 2005, los componentes que caracterizan a los sistemas de carrera administrativa no fueron implementados: no se produjeron evaluaciones de desempeño, no funcionó un sistema integrado de capacitación, no hubo promociones de grado o de nivel ni concursos para la cobertura de vacantes, fueran éstas de ingreso o de jefaturas. El desarrollo de la carrera se mantuvo congelado e inconexo con los cambios de funciones que pudiera haber experimentado el personal en dicho extenso período. 

A la par que se mantenía inerte el sistema de carrera, coincidió el período con uno de congelamiento de vacantes, por lo cual tampoco se produjeron ingresos a la planta permanente de personal, con las excepciones del personal requerido para prestar servicios en establecimientos educativos, hospitalarios y asistenciales. (Dto. 2.388/92 y 1.711/94)

Este congelamiento no implicó, sin embargo, que dejara de ingresar personal a la administración municipal, ya que mediante la modalidad de contrataciones de locación de obra y locación de servicios se fueron cubriendo, en forma no planificada y atendiendo a la demanda interna, aquellos requerimientos de recursos humanos que el congelamiento de vacantes restringía. Tampoco implicó que no se produjeran movimientos internos de personal, cambios de funciones y redistribución de responsabilidades y competencias.

En dicho período ocurrieron además otros eventos de negativa repercusión para la organización administrativa, tal como el decreto que estableció en el año 1996
  la caducidad de todas las estructuras organizativas por debajo del nivel de dirección general (cargos de  designación política en el Gobierno de la Ciudad). Desde el dictado de la mencionada norma y salvo raras excepciones, no fueron aprobadas nuevas estructuras de organización por debajo del nivel político, a pesar de los múltiples cambios organizativos que se siguieron produciendo en razón de la vigencia del nuevo estatus jurídico de la Ciudad de Buenos Aires. 

Esto acarreó diversas consecuencias indeseables, basadas fundamentalmente en la dificultad para asignar responsabilidades formales a los agentes y establecer una estructura de delegación. Pero, por otra parte, con el tiempo también produjo una distorsión con relación a la percepción del suplemento por conducción establecido para aquellos agentes a cargo de unidades organizativas
, dado que aquellos agentes que asumían informalmente funciones de jefatura no estaban en condiciones de reclamar dicho adicional, mientras que quienes dejaban de ejercerlas continuaban percibiendo el suplemento
. En el  mes de agosto del año 2005, luego del relevamiento de funciones, pudo constatarse que el 48% de los agentes que contaba con personal a cargo no percibía el suplemento por conducción, mientras que el 45% de los agentes que sí lo hacían no contaba con personal a cargo
.

5. El Nuevo Estatus de la Ciudad, la Ley de Relaciones Laborales

La reforma de la Constitución Nacional del año 1994
 establece la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires, con facultades propias de legislación y jurisdicción, al tiempo que determina que los habitantes de la ciudad elegirán directamente a su Jefe de Gobierno.

En agosto de 1996 asume el primer Jefe de Gobierno electo de la Ciudad de Buenos Aires y en el mes de octubre se aprueba la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En diciembre de 1997 cesa en sus funciones el antiguo Consejo Deliberante, órgano legislativo de la ciudad, y es reemplazado por la Legislatura de la Ciudad. 

En agosto del año 2000 la Legislatura sanciona la ley N° 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, mediante la cual se aprueba un nuevo marco general para regular las relaciones de empleo público en la administración. 

En relación específica al escalafón a aprobarse, también fija pautas de estructuración, estableciendo una organización por especialidad que comprenda niveles y grados ordenados de acuerdo a la complejidad, responsabilidad y requisitos de capacitación propios de las funciones respectivas. 

6. Otros motivos que impulsaron la decisión de generar una nueva carrera

Más allá del imperativo establecido por la Ley 471, la necesidad del diseño e implementación de una nueva carrera surgió como una alternativa para dar una solución integral a los variados y profundos problemas relacionados con la organización y la administración de los recursos humanos en el Gobierno de la Ciudad. Dichos inconvenientes hasta el momento habían sido soslayados o bien resueltos mediante salidas puntuales y/o sectoriales que sólo empeoraban el panorama general.

Entre estos problemas resultaban significativos:

a. Una profunda distorsión entre los salarios y las responsabilidades de los agentes, que generaba insatisfacción ante la injusticia de no ver reconocidos ni reflejados en la remuneración la dedicación, el compromiso y la responsabilidad, debida a distintos factores:

· La forma de reencasillamiento del SIMUPA, que determinó y congeló una situación en muchos casos cuestionada por los trabajadores.

· La evolución laboral y en capacitación de los agentes durante los trece años en los que la administración no reconoció modificaciones.

· La incorporación de personal bajo la modalidad de contrato, que luego pasó a formar parte de la planta transitoria y posteriormente de la permanente, pero con categorías y niveles salariales muy bajos e independientes del nivel de formación y de responsabilidad de las funciones desarrolladas.

· La existencia de adicionales salariales muchas veces discrecionales y no relacionados con la función desempeñada.

 b. Un gran atraso salarial agravado luego por la crisis desatada en el año 2001, generador de disconformidad y reclamos por parte de los trabajadores. Estas demandas hicieron eclosión ni bien terminada la crisis, cuando la recaudación del gobierno de la ciudad comenzó a incrementarse.

c. Falta de mecanismos objetivos para el ingreso de personal y la cobertura de vacantes.

d. Escasa o nula actividad de actualización y capacitación del personal.

e. Falta de incentivos y controles en el desempeño de los agentes.

f. Faltas de estímulos para la cobertura de los puestos de mayor responsabilidad, por el no reconocimiento de las funciones de jefatura.

Finalmente, la salida de la crisis de los años 2001 y 2002 que determinó una situación más holgada para las arcas del Gobierno de la Ciudad abrió la posibilidad de destinar parte de los fondos presupuestarios al saneamiento de la situación en materia de remuneraciones y reordenamiento del personal.

7. La elaboración del nuevo escalafón

Para la elaboración del nuevo escalafón se integró una unidad de proyectos especiales (Decreto 1012/03) conformada por tres representantes del Poder Ejecutivo y tres del gremio de los trabajadores con mayor porcentaje de representatividad, el Sindicato Único de los Trabajadores de la Ciudad de Buenos Aires (SUTECBA). Esta unidad tuvo por objetivo efectuar el estudio y diseño de modificaciones a la carrera administrativa en el marco de las pautas y principios establecidos por la ley 471.

Cada una de las partes de la comisión así formada integró sus equipos técnicos, los que, en una primera etapa, presentaron en forma independiente sus respectivos proyectos de un nuevo escalafón. Dado que los equipos técnicos presentaban posturas claramente diferenciadas e incompatibles, el acuerdo sobre el esquema sobre el que finalmente se trabajaría se estableció a nivel político, optándose por el proyecto elaborado por el Ejecutivo. 

8. La propuesta elaborada

8.1. Alcances del nuevo régimen

Con el fin de no repetir errores cometidos en la implementación del SIMUPA, en el nuevo sistema de carrera creado no fueron incluidos los agentes que primitivamente habían pertenecido al ex Escalafón General de los Cuerpos Artísticos, Escenotécnicos y de Servicios Auxiliares; ni tampoco los profesionales de la salud comprendidos en la carrera de Profesionales de Salud (Ordenanza N° 41.455). 

Por otra parte, tampoco se incluyeron en la primera etapa de implementación de la nueva norma, los agentes comprendidos en la Carrera Municipal de Acción Social (Ordenanza N° 45.199), unos cuatrocientos profesionales de distintas especialidades que, por desempeñar sus funciones en el área de Desarrollo Social, fueron incluidos mediante la aprobación de una ordenanza en un régimen especial. 
La nueva carrera también excluyó, al igual que el reemplazado SIMUPA, al personal comprendido en el estatuto del docente. 

Por otra parte, también se excluyó de sus alcances a los agentes que fueran a desempeñar los cargos del Régimen Gerencial previsto en el artículo 34 de la Ley N° 471.

El régimen gerencial se halla aún pendiente de reglamentación, en particular en lo que hace a la determinación de la cantidad de cargos gerenciales y las áreas de la administración en los que deberán crearse. El mismo debería sancionarse una vez que se hayan instituido nuevas estructuras orgánicas, ya que las vigentes resultan de una serie de modificaciones parciales que no revisten el carácter de reorganización general que habilite una reforma en este tema con la estabilidad requerida para que el régimen de cargos gerenciales tenga permanencia y credibilidad. Estos cargos hoy son, de hecho, cargos políticos y se trata de los puestos de director general y director general adjunto. 

8.2. Los Agrupamientos

A los fines de poder encuadrar la amplia diversidad de funciones desarrolladas por el personal comprendido en los alcances del denominado "escalafón general" y, al mismo tiempo, producir un esquema racional que no se transformara en un ordenamiento basado en la prolífica casuística, se optó por desarrollar una estructura escalafonaria que contemplara tres conjuntos de variables: las relacionadas con el tipo o índole de las tareas, las relacionadas con el nivel de educación formal requerido para cumplirlas, y las relativas al nivel de responsabilidad/complejidad/autonomía de las funciones desempeñadas.

De esta forma, se generó un esquema de cuatro agrupamientos: el profesional, el técnico, el administrativo y el de servicios sociales e institucionales
, los que se definieron en base a la función desarrollada y los requisitos de capacitación necesarios para el puesto.

8.2.1 Esquema de agrupamientos

El agrupamiento profesional comprende al personal que posee título universitario de grado oficialmente reconocido y que desempeña funciones propias de su profesión. 

El agrupamiento técnico abarca a aquellos que poseen título terciario de dos o más años de duración o título técnico expedido por escuelas de educación técnica, y desempeñan funciones propias de su formación. 

En los casos de ambos agrupamientos la definición de su alcance excluye a aquellos que, cumpliendo con los requisitos de formación exigidos, no desarrollan tareas relacionadas con su título académico. De esta manera, el nuevo ordenamiento, amén de poner el eje en la función desempeñada por sobre el nivel de educación formal alcanzado, promueve la adecuación entre los títulos académicos de los agentes de la administración y las tareas efectivamente ejercidas. 

En el agrupamiento técnico en particular se establece una diferencia entre quienes poseen título terciario de dos o más años de duración y quienes poseen título técnico a partir de haber realizado sus estudios secundarios en escuelas de educación técnica. Si bien ambos niveles de títulos se consideran habilitantes para el agrupamiento, se impone como condición para el acceso al tramo “B” la posesión de título de nivel terciario
.

Por otra parte, y a los fines de reconocer la formación académica del personal, se establece el pago de un adicional por título para los agentes que, sin desempeñarse en los agrupamientos profesional o técnico, posean un título de nivel universitario o terciario no relacionado con su función.

El agrupamiento administrativo comprende al personal que cumple funciones de índole administrativa general, y no reúne los requisitos para acceder al profesional o al técnico, mientras que el agrupamiento de servicios sociales e institucionales incluye al personal que realiza tareas de saneamiento, producción, construcción, reparación, mantenimiento, conservación, limpieza, conducción de vehículos, vigilancia, correo o servicios auxiliares a terceros u otros agentes del sistema, sin reunir los requisitos para integrar los agrupamientos técnico o profesional.

8.3. Los Tramos

Cada uno de los agrupamientos, por su parte, se compone de dos tramos, denominados "A" y "B" que se diferencian entre sí en función de los niveles de complejidad, autonomía y responsabilidad de la función desarrollada. 

8.3.1. Esquema de agrupamientos y tramos

Los tramos "A" son establecidos como los tramos iniciales de cada agrupamiento, puesto que incluyen a los agentes que desarrollan funciones consideradas de menor nivel de responsabilidad, complejidad o autonomía que las definidas para los tramos "B". En el caso del agrupamiento de Servicios Sociales e institucionales, las funciones del tramo "B" incluyen el desempeño de oficios específicos para los cuales se requiere una formación y experiencia particular. Por este motivo, el sistema de carrera establece que el ingreso a la planta permanente se realiza por los tramos "A" de cada agrupamiento, pero también por el tramo "B" del agrupamiento de Servicios Sociales e Institucionales, dado que los oficios calificados son incluidos exclusivamente en dicho tramo.

En cambio, en los agrupamientos profesional, técnico y administrativo, el acceso a los respectivos tramos B se halla restringido al personal ya perteneciente a la planta permanente y que cumpla con las condiciones establecidas por los sistemas de selección para acceder a los cargos de mayor responsabilidad. 
  

8.4. Los niveles

A su vez, dentro de cada tramo se presentan niveles (seis niveles para los tramos "B" de los agrupamientos Profesional y Técnico y ocho para el resto de los tramos), que constituyen para el trabajador un posible mecanismo de progreso en la carrera mientras no se produzca un cambio significativo en sus funciones o nivel de formación.

Dado este esquema de organización, existen dos formas de progreso en la carrera para un trabajador perteneciente al escalafón general: un ascenso progresivo de nivel a partir del cumplimiento de requisitos de desempeño y capacitación en un plazo determinado, y la posibilidad de un cambio de tramo, a partir de la superación de un proceso de selección para la asunción de funciones de mayor responsabilidad, complejidad o autonomía. 

También se contempla la posibilidad de cambiar de agrupamiento, en el caso de cumplirse con los requisitos de formación exigidos y superar un concurso abierto o general en función del tramo al que pertenezca el puesto a ocupar.

Tanto para el cambio de tramo como para el cambio de agrupamiento se establece como condición la existencia de una vacante financiada para el puesto a ocupar y un proceso de selección para su cobertura, no así para el cambio de nivel, el que constituye un derecho de los agentes en tanto cumplan con los requisitos de capacitación y evaluación.

8.5. Cuadro de estructura del sistema

	
	Agrupamientos

	
	Profesional
	Técnico
	Administrativo
	Servicios Sociales e Institucionales

	Tramos


	A
	B
	A
	B
	A
	B
	A
	B

	Niveles
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	1

	
	2
	2
	2
	2
	2
	2
	2
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	3
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	6
	6
	6
	6
	6
	6
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	7
	
	7
	7
	7
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	8
	
	8
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	8


8.6. Cargos de jefatura

En la nueva carrera se prevé el concurso periódico de los cargos de jefatura, a efectos de posibilitar la revalidación de dichas funciones tras un período determinado
. De esta manera, se buscó dotar a la administración de una herramienta para posibilitar la renovación de los cuadros de conducción que, sin afectar a la carrera de los agentes, incentivase la actualización y el mejor desempeño en las funciones. Por este motivo es que también se establece que el ejercicio de las funciones de conducción se encuentre remunerado por un adicional no permanente, que sea percibido mientras se desarrollen en forma efectiva dichas funciones. De esta manera, el agente que accede a un cargo de jefatura mantiene su nivel escalafonario de origen, y continúa desarrollando su carrera respetando los plazos mínimos de permanencia en el nivel y los requisitos de capacitación establecidos específicamente para los cargos de conducción. El ejercicio de la función de jefatura cesa en caso de una evaluación de desempeño insatisfactoria o ante el vencimiento del plazo establecido para ejercer el cargo.

Por otra parte, como los cargos de jefatura pertenecen a los tramos "B" de los respectivos agrupamientos, si los agentes que acceden por concurso a dichos puestos pertenecían al tramo "A" pasarán a integrar automáticamente el tramo superior, en un nivel cuya remuneración sea la equivalente a la remuneración que ya poseían antes de realizar el cambio
. Ésta es, por consiguiente, otra de las formas de progreso prevista en la carrera administrativa, donde se produce un cambio de tramo a partir de superar un concurso para cubrir un cargo de conducción. 

Por supuesto, la implementación efectiva de estas condiciones previstas en el nuevo escalafón requiere de la aprobación de las estructuras de segundo nivel de apertura, derogadas en 1996 y cuyo reemplazo no se ha producido hasta la fecha.

8.7. Los Subsistemas de la Carrera: la Selección, la Evaluación de Desempeño y la Capacitación

Para el efectivo funcionamiento del aparato del Estado, resulta de suma importancia instaurar sistemas que garanticen la adecuada idoneidad, dedicación, responsabilidad y formación del personal de la administración.

Por ello, en el mismo decreto de creación de la carrera se establecieron las bases de los subsistemas de concursos, evaluación de desempeño y capacitación.

A partir de allí, estos subsistemas deberían ser organizados y administrados por un organismo rector de carrera y áreas jurisdiccionales en las distintas Secretarías o Ministerios, especializadas en los temas de concursos, evaluación de desempeño y capacitación. 

8.7.1. Sistema de Selección 

El sistema de carrera prevé que todos los cargos del escalafón general sean cubiertos por concursos públicos, abiertos o generales. Se define como concursos públicos abiertos a aquellos procesos de selección en los que puede participar toda persona que reúna las condiciones generales y específicas exigidas, vale decir todos los ciudadanos que deseen presentarse, con la simple condición de cumplir con los requisitos establecidos para el puesto a cubrir. Éste es el tipo de concurso previsto para la cobertura de todos los cargos de ingreso en la carrera, y para aquellos puestos que, luego de realizar un concurso general, no pudieran ser cubiertos por declararse desierto el mismo.

Los concursos generales son aquellos que se restringen a los agentes que ya se encuentren desempeñando funciones en la Planta Permanente del Gobierno de la Ciudad, y que cumplan con las condiciones exigidas para el cargo. Es el sistema utilizado para la cobertura de cargos de jefatura y para aquellos correspondientes al tramo superior de los agrupamientos Profesional, Técnico y Administrativo. 

8.7.2. Evaluación de Desempeño

La evaluación de desempeño es considerada por el nuevo sistema de carrera como una herramienta para optimizar la gestión, buscando incentivar el desarrollo de competencias de los agentes para mejorar su desempeño, detectar las necesidades de capacitación y brindar un mecanismo de retroalimentación que facilite la mejora continua de conocimientos, comportamientos y habilidades. Por otra parte, la evaluación de desempeño es una de las bases que sostiene el progreso escalafonario de los agentes en los sucesivos niveles del tramo al que pertenezca. 

La evaluación establecida por el nuevo régimen consiste en la valoración del cumplimiento de los objetivos de gestión y desempeño que se establezcan para cada puesto de trabajo. Esto presupone que, con anterioridad al inicio de cada período de evaluación, deben ser formalmente establecidos y conocidos por el agente los objetivos de gestión y desempeño de su puesto de trabajo. Implica también que dichos objetivos sean definidos en términos operativos, medibles y contrastables, a efectos de procurar un resultado de evaluación lo más imparcial y objetivo posible. La implantación de esta metodología ha de implicar un significativo cambio cultural en la organización, puesto que la formalización de objetivos de trabajo para cada agente no es actualmente una práctica difundida en la administración del Gobierno de la Ciudad.  

La frecuencia de la evaluación fue establecida en un año, con un período mínimo de prestación de servicios de seis meses dentro del período. Los directores de cada área, con participación del superior inmediato de cada evaluado, son responsables de efectuar la evaluación de sus subordinados. Se prevé además la conformación de un Comité Local de Evaluación en cada Dirección General, con el objeto de coordinar e impulsar el proceso de evaluación de desempeño, controlar el cumplimiento de los procedimientos establecidos, analizar y resolver los pedidos de revisión y ratificar o rectificar las evaluaciones realizadas. Este comité se integra con el titular de la dirección general, dos a cuatro funcionarios de jerarquía inmediata inferior y un veedor gremial.

El sistema aprobado establece que aquellos agentes que tuvieran dos evaluaciones de desempeño deficientes en forma consecutiva o tres alternadas dentro de un plazo de cinco años, pueden ser encuadrados dentro del régimen de disponibilidades.

8.7.3. Capacitación

La nueva carrera establece como finalidad de la capacitación el progreso de los agentes en el desarrollo de las competencias para su puesto de trabajo y la mejora de su desempeño en el ámbito de la Ciudad. En tal sentido, el cumplimiento de las exigencias de capacitación se establece como requisito a los fines de promover de nivel dentro de la carrera administrativa. 

A los efectos de la promoción, deberán establecerse los requisitos de capacitación a cumplimentar por los agentes para cada agrupamiento, tramo y función específica.

La norma establece que cada una de las unidades jurisdiccionales sea designada como responsable de la elaboración de la propuesta del plan anual de capacitación, el cual debe responder a las prioridades de gestión establecidas y atender a las pautas metodológicas y lineamientos generales determinados por la unidad central de aplicación. La norma establece también que dicha propuesta debe surgir del análisis de las necesidades de capacitación y desarrollo de competencias que se desprendan del diagnóstico de detección de los perfiles de los puestos de trabajo y de las evaluaciones de desempeño del personal. El plan anual de capacitación debe ser aprobado por el titular de cada jurisdicción con la previa revisión de la autoridad de aplicación. 

La capacitación está prevista con una concepción amplia, abarcando desde la instrucción general y la capacitación laboral, hasta las actividades de desarrollo de competencias en el puesto de trabajo.

Se determina también que se debe garantizar la igualdad de oportunidades de acceso de los agentes a las ofertas de capacitación, para lo cual se faculta e instruye a la unidad central para la coordinación de los planes de capacitación de las distintas jurisdicciones. La autoridad de aplicación también debe efectuar la evaluación y aprobación de los cursos propuestos por las Jurisdicciones en establecimientos públicos y privados del país o del exterior, colegios profesionales y organismos internacionales gubernamentales o no gubernamentales.

9. El desafío de la implementación

Más allá del desarrollo teórico-conceptual inherente a la concepción de un sistema de carrera administrativa para una organización de la magnitud del Gobierno de la Ciudad, la nueva norma escalafonaria debía satisfacer dos requisitos que en muchos aspectos demostraban tensiones entre sí. 

Por una parte, elaborar un esquema de organización que atendiera a la sustentabilidad en el tiempo de un sistema que administrara el desarrollo individual y colectivo de una planta de personal de casi cuarenta mil agentes. 

Por la otra, el mismo sistema debía absorber y dar contención a una dotación de personal ya existente, modificando las reglas de juego vigentes hasta esa fecha y resolviendo una considerable cantidad de problemas que, por acumulaciones sucesivas, históricamente se habían generado. 

Atendiendo principalmente a esta segunda dimensión de análisis surgió el debate sobre el "re-encasillamiento", vale decir el mecanismo por el que debería producirse la transformación de las categorías escalafonarias en las cuales se hallaba enmarcado el personal perteneciente al antiguo régimen SIMUPA al nuevo esquema de agrupamientos, tramos y niveles. 

Como primera condición era necesario determinar el agrupamiento en el que debía revistar cada agente, respondiendo a las características establecidas en el nuevo régimen escalafonario en cuanto a tipo de tarea desempeñada y requisitos de formación profesional. Realizado un primer estudio sobre la información existente en forma centralizada en la Dirección General de Recursos Humanos de la Secretaría de Hacienda del Gobierno de la Ciudad, se pudo constatar que existía un alto grado de desactualización e imprecisión de los datos registrados, producto principalmente de los más de trece años de estancamiento en el funcionamiento de la carrera y las sucesivas modificaciones de las estructuras organizativas que no fueron formalizadas ya que regía el Decreto N° 12/96 que había dispuesto su caducidad. 

Por otra parte, los códigos de función utilizados por el área de recursos humanos para identificar las tareas de cada agente se basaban en criterios inconsistentes: unos casos referían a tareas, otros a denominaciones de títulos terciarios o universitarios, otros al desempeño actual o histórico de niveles de jefatura y otros, para el caso del personal administrativo, a la existencia u orientación de sus estudios secundarios. 

Resulta ilustrativo en éste último caso que, de los 8.589 agentes que desempeñaban tareas que supuestamente podrían considerarse administrativas sin nivel de conducción, el 39% poseía un código de función correspondiente a "Técnico Administrativo-Bachiller", el 32% uno de "Auxiliar Administrativo" y el 29% restante de "Perito Mercantil"
. Cabe señalar que el código de función de "auxiliar administrativo" había sido asignado a aquellas personas que no poseían título secundario, mientras que la de "técnico administrativo-bachiller" a quienes poseían título secundario de bachiller, por lo cual la diferenciación en los códigos de función simplemente reflejaban una descripción de la culminación o no del nivel secundario y el título obtenido. 

En términos generales, los alrededor de 380 códigos de función correspondientes al personal que debía ser encasillado en el nuevo escalafón general pertenecían a categorías disímiles que respondían a criterios no excluyentes entre sí, como por ejemplo "licenciado en ciencias biológicas" (título académico), "radioperador del SAME" (función específica), "jefe de sección" (cargo jerárquico) o "auxiliar administrativo" (función genérica que en realidad fue aplicada a quienes carecían de título secundario y no desempeñaban tareas de servicios). 

Dado este estado de situación en cuanto a la información de base, la única alternativa para lograr un re-encasillamiento consistente con las pautas establecidas en la nueva norma para la determinación de los cuatro agrupamientos consistía en la realización de un relevamiento de tareas y títulos que reflejara la real situación de revista de cada uno de los trabajadores a ser re-encasillados.

A diferencia del re-encasillamiento producido en ocasión de la implementación del SIMUPA, donde de un estado de gran diversidad de categorías y regímenes escalafonarios se había llegado a un agrupamiento único con escasas categorías, en esta ocasión se partía de un estado pobremente diferenciado y se debía producir una segmentación que distinguiera situaciones caracterizadas por tareas, formación y niveles de responsabilidad que no se hallaban reflejadas en los registros de la organización.

En tal sentido, la producción de un re-encasillamiento "automático" –tal como era la propuesta de la representación gremial- a partir de la utilización de información formal referida a variables duras como podrían ser la antigüedad, el salario, el nivel de formación y los códigos de función registrados, debió ser descartada, puesto que reproduciría la situación existente que se deseaba revertir y arrastraría un margen de error e imprecisión incompatible con cualquier intención de mejora de las condiciones vigentes.

10. La metodología de reencasillamiento

Con el objetivo de poner en funcionamiento la carrera administrativa mediante la producción de la información necesaria para re-encasillar al personal y el análisis y elaboración de propuestas técnicas para la asignación de los nuevos agrupamientos, tramos y niveles, se constituyó mediante el Decreto N° 1.232/04 la Unidad de Proyectos Especiales (UPE) “Implementación de la Carrera Administrativa”, con dependencia de la Secretaría de Hacienda y Finanzas.

La metodología elegida contempló la realización de entrevistas estructuradas a los funcionarios de nivel de Director General, para que estos informaran sobre las tareas asignadas al personal a su cargo
. En caso de que, por el tamaño del organismo, el director general no tuviera el conocimiento detallado de la situación de cada uno de sus subordinados, se contempló la posibilidad de que éste delegara el suministro de la información en el personal de conducción que le dependiera. 

De esta manera, se garantizó que el suministro de la información fuera realizado en todos los casos por los superiores jerárquicos de los agentes a ser re-encasillados. 

La metodología tendió a mejorar las condiciones de uniformidad en la información suministrada, al tiempo que al reconocimiento de la responsabilidad de los jefes o titulares de las unidades de organización por las tareas asignadas al personal a su cargo.

Para la realización del relevamiento fue conformado un equipo de profesionales, el cual fue capacitado y dotado de las herramientas metodológicas y operativas para la realización de la tarea. 

La información principal recopilada en este proceso de relevamiento incluyó:

· Unidad orgánica de revista

· Funcionario de reporte y línea jerárquica de dependencia

· Funcionario encuestado

· Situaciones especiales de revista (licencias, adscripciones, etc.)

· Denominación del puesto de trabajo

· Descripción de tareas

· Posesión de personal a cargo y cantidad del mismo

· Facultades para firmar documentación oficial

· Funciones de atención al público

La descripción de tareas era codificada, en acuerdo con el responsable por el suministro de la información, según un clasificador estandarizado de tareas y funciones desarrollado ad hoc común a todos los relevadores. 

Los formularios completos a mano eran refrendados por el funcionario informante, luego volcados a una base de datos y vueltos a imprimir, para su ratificación o rectificación por parte del director general de la unidad, responsable final por los datos suministrados.

Con esta metodología fueron relevadas 124 direcciones generales y organismos denominados “fuera de nivel”, a partir de la realización de entrevistas a 1.791 funcionarios con nivel de conducción.  El conjunto de unidades relevadas tenía una gran dispersión en lo relativo a la dotación de personal.

En general y ante el problema de falta de formalización de las estructuras organizativas,  en forma previa al relevamiento de tareas debió encararse un relevamiento de las estructuras reales de cada Dirección General, puesto que el rastreo del personal a partir de las imprecisas bases suministradas por la organización resultaba prácticamente imposible sin este estudio preliminar. 

En forma simultánea, se encaró una revisión de los legajos de personal obrantes en la Dirección General de Recursos Humanos, con la finalidad de poner al día la información sobre títulos académicos, ya que ésta se hallaba desactualizada en los registros informáticos.

11. Las distintas opciones para el reencasillamiento

Una vez realizado el relevamiento general de tareas y procesada la información recabada, se pudo tener un panorama preciso de la situación tanto en materia de funciones desempeñadas como de cantidad, distribución y dependencias jerárquicas del personal del Gobierno de la Ciudad
. 

Con esta información sistematizada informáticamente fue posible encarar un proceso de ejercicios de simulación económica que permitieran calcular los costos de implementación de diferentes alternativas de re-encasillamiento
. 

Es importante entender que, hasta concluido el relevamiento de tareas, solamente estaban taxativamente establecidos por el nuevo escalafón los criterios para re-encasillar al personal dentro de los agrupamientos, pero que las reglas precisas para realizar la distribución dentro de los tramos y los niveles de cada agrupamiento aún no habían sido definidas operacionalmente, como tampoco la grilla salarial correspondiente al nuevo esquema de carrera. El poder establecer estas pautas dependía de un preciso conocimiento del estado de situación de la planta de personal, que suministrara una base real tanto para el cálculo de costos como para generar criterios sobre bases firmes, que además posibilitaran encarar las negociaciones entre el poder ejecutivo y la representación gremial. 

La información obtenida en cuanto a las verdaderas funciones desempeñadas por el personal contó con un grado de objetividad que hubiera sido difícil de garantizar si la misma hubiera podido ser relacionada con el resultado del re-escalafonamiento.

La diferencia entre tramos se hallaba determinada por los niveles de responsabilidad, complejidad y autonomía de las tareas. Si bien era posible establecer una escala de graduación entre todas las tareas relevadas, ordenándolas de menor a mayor según sus niveles de responsabilidad, complejidad y autonomía, el límite entre las tareas correspondientes a uno y otro tramo se hallaba en una “zona gris” y debía ser establecido. 

Para llegar a esta definición fueron consideradas algunas variables clave según cada agrupamiento, como en general el tener personal a cargo o desarrollar funciones de planificación, el desempeñar oficios calificados para el agrupamiento de servicios sociales e institucionales o funciones de carácter especializado para el agrupamiento administrativo
. 

Finalmente, luego de definirse los criterios generales para determinar la ubicación de cada empleado en el agrupamiento y tramo correspondiente, debían establecerse los criterios para la asignación del nivel, lo cual terminaría de determinar el nuevo salario de cada agente.

Al momento de realizar la traslación desde un sistema de escalafón a otro, debía contemplarse la situación particular vigente a la fecha para cada agente. Una persona que ingresara a la nueva carrera ingresaría por el nivel inferior y progresaría a lo largo del tiempo, pero el personal que ya revistaba en la administración, con años de antigüedad y niveles salariales adquiridos, no partía de una situación de “cero” y debía producirse un reconocimiento a su historia y carrera desarrollada hasta la fecha. 

En este sentido, fueron consideradas variadas opciones. 

· Re-encasillamiento por sueldo: consistía en que el nivel correspondiente a cada agente -una vez determinado su agrupamiento y tramo en función del tipo de tareas, nivel de formación y responsabilidad, complejidad y autonomía de la función- fuera aquel que coincidiera con su nivel salarial al momento del re-encasillamiento. Sus ventajas son su simplicidad, su respeto de la situación histórica y ser el más económico en términos presupuestarios. Sin embargo, este mecanismo tendía a reproducir las inequidades históricas.

· Re-encasillamiento por antigüedad: consistía en establecer una equivalencia entre los niveles del nuevo esquema y la antigüedad de los trabajadores. Se simulaba el avance en la carrera actual de los empleados si hubiera estado vigente durante su permanencia en el estado comunal. Esta opción era propiciado por la representación gremial, pero resistido por el Poder Ejecutivo ya que este sistema no promueve los valores relacionados con el mérito y el desempeño, sino simplemente con la permanencia. Por otra parte, este esquema resultaba ser el más oneroso. 

· Re-encasillamiento mixto: Consistía en una ponderación tanto la remuneración vigente de los trabajadores como su antigüedad, mediante la aplicación de coeficientes a fin de  determinar el nuevo nivel correspondiente. Este sistema puede ser visto como una reunión de las ventajas de los anteriores, pero también como la unión de sus desventajas. Las distintas simulaciones económicas probaron que sus costos se situaban en el intermedio entre las opciones mencionadas, variando de uno a otro extremo según el valor de los coeficientes de ponderación. Sin embargo, su aplicación resultaba sumamente compleja y difícil de explicar y transmitir, corriendo entonces el riesgo de ser visualizada como aleatoria, por lo que finalmente no obtuvo el apoyo de ninguna de las partes involucradas en la decisión.

· Re-encasillamiento por funciones: Consistió en determinar el nivel dentro de cada tramo considerando, nuevamente, el grado de responsabilidad, complejidad y autonomía de las tareas realizadas. En términos simples, a cada función desempeñada (considerando además la cantidad de personal a cargo) no solamente le correspondería un agrupamiento y un tramo, sino también un nivel dentro del tramo correspondiente. Fue la opción aplicada.

Esta alternativa fue impulsada fuertemente por el poder político, puesto que cumplía, prima facie, con el precepto de “a igual tarea, igual remuneración” discursivamente adoptado, y lograría, entonces, establecer un criterio objetivo para fijar los salarios del personal y terminar con las diferencias que durante tantos años parecían ser uno de los principales temas de reclamo por parte de los trabajadores. 

Desde el punto de vista gremial esta opción también resultaba atractiva, puesto que aseguraba un nivel de incremento salarial considerable para los empleados, a la vez que abría la posibilidad de discutir valores remunerativos concretos para cada grupo de trabajadores, sin la relativización de variables como sus dispersos salarios anteriores o sus también diversas antigüedades en la administración.

Desde el valor económico resultaba ser significativamente más costosa que el “re-encasillamiento por sueldo”, pero no tanto como el “re-encasillamiento por antigüedad”. 

Desde el punto de vista conceptual era una opción válida para resolver el problema del re-encasillamiento, pero no resultaba del todo coherente con el esquema de carrera aprobado. En efecto, una persona que ingresara posteriormente al escalafón para cumplir una cierta tarea lo haría, según la norma, por el nivel 1 de cada tramo, generando nuevamente una diferencia salarial con respecto a quienes ya venían desempeñando esta misma tarea y habían sido re-encasillados en un nivel superior, precisamente por desarrollar esa tarea. Vale decir, el sistema de escalafón aprobado no prevé un esquema de “a igual tarea, igual remuneración”, sino uno de “a igual tarea, igual agrupamiento y tramo” es decir “a igual tarea, igual rango de remuneración”, mientras que el progreso en los niveles (y en la escala salarial) se daría a partir de la evaluación del desempeño de cada agente y el cumplimiento de los requisitos de capacitación. Cabe remarcar que los niveles del esquema escalafonario no habían sido concebidos para diferenciar tareas, sino para reflejar el progreso individual de los agentes a partir de su capacitación y desempeño.

Por otra parte, si algún trabajador poseía un salario vigente de mayor valor que el fijado para el tipo de tareas desempeñado, lo conservaría, siendo re-encasillado en el nivel que coincidiera con la remuneración inmediata superior a la suya (esto es, un re-encasillamiento por sueldo para quienes superaran los nuevos valores establecidos).

La firma de este acuerdo de pautas para efectuar el re-encasillamiento de los trabajadores en la nueva carrera administrativa es considerado el primer convenio colectivo del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.  Dichas pautas fueron luego aprobadas mediante el dictado del Decreto 583-GCBA-2005, a partir del cual pudo ser realizado el re-encasillamiento efectivo del personal en la nueva carrera administrativa. 

12. Resultados del reencasillamiento 

12.1. Agrupamientos

Una vez procesada la información de relevamiento debieron cruzarse los datos con la información referida al registro de títulos académicos en la Dirección General de Recursos Humanos, puesto que el re-encasillamiento en un agrupamiento profesional o técnico solamente podía producirse a partir de la existencia de la constancia del título respectivo. Realizada esta comprobación, los resultados del re-encasillamiento sobre un total de 37.598 casos fueron los siguientes:

	Agrupamiento
	Proporción

	Profesional
	5,9%

	Técnico
	15,8%

	Administrativo
	30,6%

	Servicios Sociales e Institucionales
	47,7%


Cabe señalar que una cantidad de agentes que durante el proceso de relevamiento fueron informados como desempeñando tareas profesionales o técnicas carecían del correspondiente registro del título académico en las bases de recursos humanos del GCBA
, con lo cual no pudieron ser re-encasillados en dichos agrupamientos y debieron serlo en el administrativo o en el de servicios sociales institucionales, hasta tanto presentaran con el correspondiente reclamo administrativo la documentación probatoria de la posesión del respectivo certificado de estudios. Por tal motivo, los porcentajes correspondientes a los agrupamientos  técnico y profesional resultaron luego levemente superiores
. 

12.2. Funciones de conducción

En relación con el ejercicio de funciones de conducción, se constató que el 18% de los agentes poseía personal a cargo, si bien solamente para el 5% la cantidad de personal a cargo superaba las 10 personas
. A los fines ilustrativos se puede establecer la siguiente tabla:

	Cantidad de personas a cargo
	Porcentaje de agentes

	1 a 3
	7,7%

	4 a 9
	5,5%

	10 a 20
	2,8%

	Más de 20
	2,1%


De este personal, sólo el 52 % se hallaba percibiendo el adicional por funciones de conducción establecido por el anterior régimen, vale decir: prácticamente la mitad de los agentes con algún nivel de jefatura, no percibía el adicional correspondiente.

12.3. Tramos 

La distribución por tramos se realizó a partir de la aplicación de los criterios establecidos en el Decreto 583/2005, considerando el tipo de tareas desarrollado por los agentes. El acceso al tramo B de los agrupamientos profesional y técnico estuvo dado básicamente por el desempeño efectivo de funciones de conducción. En el agrupamiento administrativo, además del ejercicio de funciones de conducción se incorporaron al tramo B aquellos agentes que desarrollaban funciones de mayor nivel de responsabilidad o complejidad.  En el caso del agrupamiento de servicios sociales e institucionales, al tramo B accedieron, además de quienes poseían personal a cargo, quienes desempeñaban oficios calificados. 

Dada la aplicación  de estos criterios, la distribución porcentual por tramos resultó la que a continuación se detalla:

	Agrupamiento
	Tramo A
	Tramo B

	Profesional
	60%
	40%

	Técnico
	79%
	21%

	Administrativo
	53%
	47%

	Servicios Sociales e Institucionales
	46%
	54%


Una vez realizado el re-encasillamiento del personal, se abrió una instancia de reclamos administrativos, creándose una comisión ad hoc con el objetivo de estudiar y resolver aquellas situaciones objetadas por los agentes interesados.

13. Pautas para Continuar con el Desarrollo de la Nueva Carrera

Luego del re-encasillamiento la Unidad de Proyectos Especiales Implementación de la Carrera Administrativa elaboró y presentó los proyectos de reglamentación para los sistemas de selección, evaluación de desempeño y pautas para el sistema de capacitación, algunas de cuyas características más sobresalientes se plantean a continuación. 

13.1. Sistema de Selección

Para poner en funciones la organización y administración del sistema de selección se evaluó como lo más conveniente propiciar un modelo de descentralización controlada, atendiendo básicamente a la magnitud y complejidad de la estructura organizativa del Gobierno de la Ciudad y la necesidad de garantizar los principios de uniformidad, transparencia e imparcialidad en los procedimientos y los resultados. De esta forma, se pueden concebir tres instancias con complementariedad de roles: 

Un Área Central de selección, encargada del diseño de los instrumentos y dispositivos del proceso y con funciones de asistencia y contralor de las Áreas Jurisdiccionales de Selección en la definición de los perfiles de los puestos a concursar y los lineamientos de la evaluación de los postulantes.

Las Áreas Jurisdiccionales de Selección, instancias de organización administrativa de los concursos, con función de enlace y coordinación entre las Direcciones Generales donde se concursan los puestos, el titular de la Jurisdicción, el Área Central y los Comités de Selección.

Los Comités de Selección, constituidos ad hoc para cada una de las convocatorias a concursos, con la función de realizar la evaluación de los postulantes e integrados por representantes del área donde se concursa el puesto, de la jurisdicción de la cual depende, del Área Central y expertos externos en caso de ser requerido para evaluar perfiles especializados; con la participación de veedores gremiales. 

Por otro lado, pueden preverse regímenes de selección diferenciados según se trate de concursos para cargos múltiples (aquellos que deben ser incorporados a la administración en forma continua y “masiva”, con requisitos de ingreso similares, como los casos de personal de enfermería, de servicios, de asistencia administrativa), cargos únicos (para cobertura de puestos especializados) o cargos de jefatura. 

De esta forma, en el caso de convocatorias “múltiples”, a fin de optimizar tiempos y recursos aplicados a la actividad de selección, el resultado final del proceso sería un orden de mérito, de vigencia bianual, a partir del cual pudieran cubrirse las vacantes que se fueran produciendo en dicho período.

Para el caso de puestos más específicos, como podría ser la cobertura de determinada función profesional o de supervisión, el anterior sistema no sería aplicable, por lo que se contemplan  opciones como la selección de ternas, constituidas por los tres mejores candidatos.

La instauración de procedimientos donde se evalúen los antecedentes y se apliquen pruebas técnicas y aún psicológicas para el ingreso a cargos públicos resulta un imperativo no sólo de carácter legal, sino también ético, y es indispensable a efectos de mejorar la calidad de los recursos humanos y constituir una burocracia seria y transparente.

13.2. Evaluación de Desempeño

Dado que en la administración del Gobierno de la Ciudad no existe una práctica organizacional relacionada con la aplicación de sistemas de evaluación de desempeño, la puesta en funciones de estos mecanismos demandará un profundo esfuerzo de concientización y cambio cultural que seguramente demandará años en instalarse. Más allá de ello, y considerando la diversidad de funciones desarrolladas por esta compleja organización, debe pensarse en etapas sucesivas de implementación y en regímenes diferenciados para los cargos operativos (régimen general) y para el personal jerárquico.

En el primer caso, el énfasis ha de enfocarse al cumplimiento de los objetivos de gestión previamente establecidos, mientras que para los cargos de conducción dichos objetivos deben estar relacionados con los resultados de la repartición conducida. Los objetivos de gestión y desempeño del régimen general evaluados se relacionan con las acciones tendientes a obtener los resultados propios de la tarea, pero también con la forma de realizar dichas tareas.

En cambio, en el régimen para el personal jerárquico se deberían evaluar, los objetivos de gestión y desempeño gerenciales, y los resultados respecto del cumplimiento del plan anual de trabajo que ha de establecerse para el área a su cargo.

13.3. Capacitación

Se planteó organizar el sistema de capacitación en dos niveles diferenciados: Un área central, denominada autoridad de aplicación, integrada como Dirección de Capacitación dentro de una Dirección General de Carrera, y unidades periféricas a nivel de cada Jurisdicción, entendidas éstas como los actuales Ministerios. Para el caso de determinadas Direcciones Generales cuyo tamaño lo justifique, puede preverse la creación de unidades de capacitación propias. 

La Dirección de capacitación sería básicamente la encargada de elaborar las  normas generales referidas a la capacitación del personal, de asesorar a las áreas en lo referente a su administración, de aprobar los planes de capacitación de las áreas y el Plan Anual de Capacitación, de acreditar la formación presentada y de asignar puntajes a los cursos realizados.

Por otra parte, un Instituto de Capacitación tendría la misión de proponer y ejecutar, por sí o por terceros, las actividades de capacitación necesarias para el desarrollo del personal del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Por concebir a la capacitación como una estrategia permanente de aprendizaje centrada en el ámbito de la organización y de sus problemas, y orientada hacia el desarrollo y el cambio institucional; se propuso en términos operativos clasificar las actividades en tres grandes grupos: la capacitación transversal, la capacitación específica y la capacitación formal.

Dentro de la capacitación transversal se incluyen los contenidos orientados hacia la capacitación general (contenidos comunes) y la capacitación para los niveles gerenciales. 

Capacitación específica se refiere a toda aquella que debe dirigirse a un determinado sector de la población laboral. 

La capacitación formal está dirigida, en primera instancia, a la terminación de los estudios primarios y secundarios, dada que una significativa proporción de los empleados del Gobierno de la Ciudad no han cumplido con estos niveles de formación. La asunción de esta realidad determinó que la misma Unidad de Proyectos de Carrera desarrollara en forma temprana planes para encarar la terminalidad de estudios de los trabajadores que así lo requirieran, aprovechando además la existencia de capacidad instalada dentro de la organización para dar satisfacción a esta demanda.

Por otra parte, debería incentivarse también la concreción de estudios terciarios, universitarios y de post-grado, para lo cual el esquema normativo instaurado por el sistema de carrera ofrece un instrumento óptimo. 

En dicho sentido, la UPE Implementación de la Carrera Administrativa avanzó también en desarrollar una plataforma virtual de capacitación a partir de software de licencia libre, demostrando que, utilizando las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, no se requieren mayores recursos o inversiones para poner en funciones un sistema integrado y operativo de capacitación. 

14. Conclusión

En el año 2005 se concluyó -con el reencasillamiento de casi 38.000 agentes en el  escalafón aprobado por el Decreto 986/04- con la primera etapa de la puesta en funciones de una nueva carrera administrativa para el personal del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. 

Este hecho, por sí mismo, constituyó un destacable logro en materia de reordenamiento organizacional, a la vez que una labor inédita desde el punto de vista metodológico y organizativo. 

El masivo relevamiento de tareas de los trabajadores del Gobierno de la Ciudad posibilitó generar una base de información comprensiva y exhaustiva, a la vez que permitió la aplicación de parámetros vinculados con el efectivo desempeño de tareas del personal para producir su recategorización.

A lo largo del trabajo fueron descritos los fundamentos que dieron origen al diseño y puesta en marcha de la nueva carrera administrativa, revisando la situación vigente y los factores que motivaron la decisión llevada adelante. 

Se expusieron las etapas de diseño del nuevo escalafón, sus alcances, su estructura, las definiciones para los cargos de jefatura, los lineamientos básicos para los sistemas de concursos, evaluación de desempeño y capacitación. 

Se describieron asimismo los aspectos sustantivos del proceso de transición de un sistema de carrera a otro, las potenciales variantes contempladas, el proceso de relevamiento de tareas del personal y la opción elegida para producir el re-escalafonamiento de los agentes, al tiempo que se sintetizaron los principales resultados estadísticos del re-encasillamiento.

Puede decirse que la implementación de la nueva carrera administrativa fue un proyecto exitoso, toda vez que se concretaron los objetivos planteados para la etapa en análisis.

Ahora bien, el re-encasillamiento representa una condición necesaria pero no suficiente para que un nuevo sistema de carrera comience a operar. Luego resta implementar lo más importante, para lo cual se han sentado las bases en la misma norma que aprueba el escalafón: 

· Un régimen de concursos, que dota de transparencia e imparcialidad el ingreso al sector público;

· Un sistema de capacitación, que garantiza la permanente actualización y profesionalización del personal en función de los requerimientos de una organización que siempre debe incrementar su eficacia al servicio de la sociedad civil.

· Un sistema de evaluación del desempeño que incentiva la dedicación y la idoneidad de los trabajadores en el cumplimiento de sus objetivos de gestión.

· Un régimen de reconocimiento a quienes asumen mayores responsabilidades, que jerarquiza formal y económicamente las funciones de conducción mediante adicionales salariales específicos. 

Para llevar adelante estas acciones de fuerte impacto organizacional no basta con la elaboración normativa o la declaración de intenciones. Es necesario un fuerte compromiso de todos los sectores y el reconocimiento de que una organización administrativa más justa y profesionalizada redundará en mejores condiciones de labor para los trabajadores, un mejor instrumento de gestión para los dirigentes y, en definitiva, una mejor prestación de servicios para la sociedad. 

No obstante, estos objetivos no podrán ser alcanzados sin una gran constancia en la gestión por parte del poder político, la asunción de la carrera como un derecho propio por parte de los trabajadores y la amplitud de metas en la defensa de sus intereses por parte de sus representantes.

Esperamos que así sea, y que el fuerte empeño puesto en este primer paso dé los frutos que se buscaron alcanzar. No es sencillo. La administración del gobierno de la ciudad representa una organización enorme, sumamente compleja y heterogénea. Sin embargo, creemos que las condiciones para un cambio en la cultura reinante están dadas, y que el momento es propicio para emprender acciones de capacitación de los recursos humanos existentes, la incorporación de nuevos agentes a través de concursos públicos y abiertos y el reconocimiento a la labor de aquellos empleados dedicados, confiables y honrados.
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Notas al texto:





�	 En el ámbito del Gobierno de la Ciudad se entiende como perteneciente al "escalafón general" o "régimen general" a todas las actividades que se desarrollan dentro de la administración excluyendo fundamentalmente las comprendidas por el escalafón docente, la carrera de los profesionales de la salud y el régimen de los cuerpos artísticos. El escalafón general comprende así alrededor de 38.000 agentes.


�	 Denominación dada al Poder Ejecutivo de la Ciudad de Buenos Aires hasta 1994, fecha en que ésta alcanzó su autonomía a partir de la reforma constitucional de dicho año.


�	 Dto. 3.544/991, Art. 12, excepciones: el Intendente y funcionarios electos, los Secretarios, Subsecretarios, Directores Generales, Directores Generales Adjuntos y asesores del Departamento Ejecutivo, los Camaristas y Jueces del Tribunal Municipal de Faltas, miembros de los Tribunales Fiscal y de Cuentas, el personal no permanente, los becarios, el personal religioso, funcionarios y personal del Honorable Concejo Deliberante y el personal comprendido en el estatuto del docente municipal y estatuto docente para áreas de Enseñanza Específica.


�	 Constitución Nacional de 1853 con las reformas de 1860, 1866, 1898 y 1957; art. 86.


� 	El único Considerando del Decreto de aprobación reza: "Que la citada norma (se refiere al decreto nacional 993/91) aprobó el Sistema Nacional de la Profesión Administrativa, de aplicación a esta Comuna, en virtud de lo dispuesto por su artículo 17, y resulta necesario reglamentarlo".


�	 Mientras el cuerpo normativo del sistema nacional reglamenta mediante 13 artículos (art. 19 a 31) el proceso de selección, el régimen municipal omite aprobar dicha reglamentación, encomendando a partir de un único artículo (art. 15) la elaboración de dicha normativa a la Secretaría de Hacienda y Finanzas. 


	El sistema nacional reglamenta mediante 9 artículos (arts. 32 a 40) la cobertura de las funciones ejecutivas, mientras que el régimen municipal prescinde de dicha reglamentación.


	El sistema nacional reglamenta a través de un Título y 11 artículos (41 a 51) el régimen de evaluación de desempeño, mientras que el sistema municipal suprime dicho título, reemplazándolo por un único artículo (art. 16) que delega la elaboración, sin plazos, de una propuesta de reglamentación. En junio del año siguiente, junto con las normas de reencasillamiento, se aprueba mediante el Decreto MCBA N° 670/92 un régimen de puntajes e indicadores para la evaluación de desempeño que, a diferencia del sistema regulado a nivel nacional, no contempla los aspectos de procedimiento ni de organización. A diferencia también de lo ocurrido con el sistema nacional, la evaluación de desempeño no llegó a instrumentarse en el ámbito municipal.


	El sistema nacional establece a partir de su Título V (cinco artículos) y un anexo (anexo I) las pautas de funcionamiento del sistema de capacitación, al igual que los requisitos de capacitación para las promociones. El sistema municipal reemplaza dicho título por un artículo de delegación, sin plazos, a una Subsecretaría dependiente de la Secretaría de Hacienda y Finanzas para la elaboración de una propuesta de sistema de capacitación.


	El sistema nacional reglamenta, mediante el anexo I, el sistema de promociones del personal, relacionándolo con los resultados de la aplicación de los sistemas de evaluación de desempeño y de capacitación. Dicha reglamentación no existe en el SIMUPA. 


�	 Los teatros y centros culturales de la ciudad se clasifican en tres niveles: Teatro Colón: 1er nivel; Teatro Gral. San Martín y Complejo Teatral Enrique  Santos Discépolo: 2do nivel; Centro Cultural General San Martín y Centro de Divulgación Musical: 3er nivel.


�	 El haber realizado el reencasillamiento “en 2 días” fue uno de los argumentos esgrimidos por la representación gremial para apoyar el proyecto por ellos elaborado para reemplazar el SIMUPA, en detrimento del proyecto del Poder Ejecutivo, que requería un relevamiento de las tareas de casi 38.000 empleados.


�	 Entre los numerosos adicionales que surgieron se pueden mencionar:


	Adicional no remunerativo por productividad para los profesionales de Acción Social (Art. 5° bis añadido al decreto N° 671/92)


	Suplemento por actividad crítica a enfermeras, auxiliares de enfermería, licenciadas en enfermería e instrumentadoras quirúrgicas (Dto. 270/93)


	Suplemento por actividad crítica a cuidadoras de niños y cuidadoras de gerontes (Dto. 741/93)


	Suplementos al personal de ejecución que revistaba en la Justicia Municipal de Faltas y de la Dirección General Administrativa de Infracciones, ligados a la productividad del organismo (Dto. 1.540/93)


	Suplementos para integrantes de las Orquestas Estable y Filarmónica y el Ballet Estable del Teatro Colón o para determinados agentes (escenotécnicos y servicios auxiliares) de los teatros Colón, General San Martín, Centro de Divulgación Musical, etc. (Dto. 977/98 o Dtos. 1302/2552/3313/98 y 171/657/03)


	Suplemento por especialidad o actividad crítica para el personal de las Direcciones Generales de Guardia de Auxilio y Emergencias; de Tesorería, de Contaduría, de Compras y Contrataciones; y con las funciones de electricista/instalador,  conductor de automotores, inhumador, operario de hornos crematorios,  jefe de división, jefe de sección y capataz pertenecientes a la Dirección General de Cementerios. (Normas varias: (Res. 3,210/SHyF/93 y Dto. 1,663/99 o  Res. 465/SHyF/93 y Dto. 1,826/97 o Dto. 399/99)


	Adicional remunerativo para los agentes de las categorías F, E y D0 que no percibieran adicional por actividad crítica. (Dto. 1.611/94)


�	 La unificación del sistema de módulos se realiza en el año 2001, a partir del dictado del decreto 1.704/01 que intenta uniformar la anárquica diversificación que se había dado con el correr del tiempo. En este sentido, resulta ilustrativo el tercer considerando de la citada norma: "Que resulta necesario establecer un régimen común para las restantes áreas del Gobierno de la Ciudad, ya que hasta la fecha dichas prestaciones se retribuyen como horas extraordinarias o bajo la modalidad de módulos, estos últimos de diversos valores y horarios según las distintas jurisdicciones;"


�	 El decreto N° 12/1996, publicado en el primer Boletín Oficial a partir de que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires estrena su nuevo estatus jurídico de Ciudad Autónoma conferido por la reforma constitucional de 1994, dispone la caducidad de todas las estructuras del Órgano Ejecutivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (ex. Departamento Ejecutivo), los órganos descentralizados y organismos fuera de nivel, con excepción del Banco de la Ciudad de Buenos Aires y el Instituto Municipal de la Obra Social. 


�	 El importe del suplemento por función ejecutiva había sido establecido en $750 para el cargo de director, $600 para el de jefe de departamento, $500 para el de jefe de división, $350 para el de jefe de sección y $300 para el de capataz (dto. 861/93). La importancia relativa de estos valores queda en evidencia si se compara con las remuneraciones básicas establecidas para los distintos niveles del SIMUPA: 


	Nivel F0:$210; Nivel E0:$315; Nivel D0:$547,5; Nivel C0:$856,5; Nivel B0:$1.272; Nivel A0:$1.890


�	 Según normativa del Comité Ejecutivo para la Reforma del Estado Municipal (Resolución 1-CEPREM-94) se consideró parte de la remuneración habitual el suplemento por conducción de aquellos agentes que dejaran de ejercer dichas funciones como consecuencia de la aplicación del Dto. N° 1.711/94, que había dispuesto a su vez la caducidad de todas las estructuras. La vigencia de este criterio fue derogada por la Ordenanza N° 52.236, aunque no en forma retroactiva. En consecuencia, todos aquellos agentes que percibieron el suplemento por conducción –y por auxiliar de funcionario- con anterioridad al 21 de noviembre de 1997 continúan percibiéndolo, ejerzan o no las funciones de jefatura.


�	 Datos de elaboración propia a partir de la información de relevamiento de tareas y funciones de 37.598 agentes para el reencasillamiento del año 2005.


�	 Constitución Nacional, Art. 129.- "La ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de gobierno autónomo, con facultades propias de legislación y jurisdicción, y su jefe de gobierno será elegido directamente por el pueblo de la ciudad. Una ley garantizará los intereses del Estado nacional, mientras la ciudad de Buenos Aires sea capital de la Nación En el marco de lo dispuesto en este artículo, el Congreso de la Nación convocará a los habitantes de la ciudad de Buenos Aires para que, mediante los representantes que elijan a ese efecto, dicten el Estatuto Organizativo de sus instituciones." 


�	 En un principio este agrupamiento fue denominado “servicios operativos” pero, a petición de la representación gremial, se cambió su denominación por la de “servicios sociales e institucionales”, por entender que representaba más el quehacer de los trabajadores y que el término “servicios operativos” podría llegar a menoscabar las funciones del personal al que comprendía.


�	 Por una norma posterior, al momento del re-encasillamiento no se aplicó esta restricción al personal que ya se encontraba desarrollando funciones de jefaturas.


�	 La instauración de concursos para acceder a los tramos B de los agrupamientos resultó ser uno de los aspectos de mayor disenso en relación con la postura de la representación gremial.


�	 Los cargos de Jefatura se concursan con una periodicidad que no debe ser inferior a cuatro años (4) ni mayor de ocho (8) años.


�	 En todos los casos de cambio de tramo o agrupamiento, el pasaje se realiza a un nivel cuya remuneración sea la equivalente a la que ya poseía el agente antes de realizar el cambio


�	 Cod. 101: Auxiliar Administrativo: 2789 agentes


	Cod. 102: Perito Mercantil: 2481 agentes


	Cod. 347: Técnico Administrativo-Bachiller: 3.319 agentes


�	 Los niveles jerárquicos políticos en la estructura organizativa del GCBA eran, de mayor a menor: Jefe de Gobierno – Vicejefe – Secretario - Subsecretario - Director General. 


�	 Esto, de por sí, significó un importantísimo logro, ya que fue la base de información para producir el encasillamiento pero, también, representó una base cierta para diferentes medidas tomadas a nivel central y para un ordenamiento general de cada una de las Secretarías, Subsecretarias y Direcciones Generales del Poder Ejecutivo.


�	 En la práctica, los ejercicios de simulación económica comenzaron inmediatamente después del diseño del nuevo escalafón, dado que la variable “costo” fue una de las contempladas inicialmente para definir la factibilidad del esquema propuesto. En las primeras simulaciones debió utilizarse la información obrante en la Dirección General de Recursos Humanos y, para aquellos ítems en los cuales se carecía de datos, debieron establecerse supuestos de máxima y mínima. Posteriormente y a medida que avanzaba el relevamiento de tareas, cada caso supuesto podía ser reemplazado por el caso real, y aproximarse el cálculo a datos más ciertos. Con el 80% de datos reales se estuvo en condiciones de cerrar la grilla salarial con los representantes de los trabajadores.


�	 Las tareas correspondientes a cada tramo se hallan taxativamente enunciadas en el anexo I del Decreto N° 583/GCBA/05 


�	 Esto puede entenderse si se considera que, durante el período de vigencia del SIMUPA, no existía ninguna remuneración adicional que actuara como un reconocimiento especial por título terciario o universitario, por lo cual no había incentivo para su declaración.


�	 Sobre la base de la información recolectada en el relevamiento se estima que el porcentaje sobre el total de agentes pertenecientes al agrupamiento profesional se eleve al 6,5%. En cuanto al agrupamiento técnico, siendo que la mayoría de los casos se corresponden a auxiliares de la salud para quienes la presentación del título resulta obligatoria a los fines del ejercicio de su profesión, la información obrante en los registros de la Dirección General de Recursos Humanos se hallaba más actualizada. 


�	 Por cantidad de personal a cargo se entiende todas aquellas personas que dependen jerárquicamente, ya sea directa o indirectamente. 







